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Históricamente, España ha sido un país
de emigrantes. Hasta principios de los
años setenta los españoles fueron

quienes emigraron a otras partes del mundo,
principalmente a las Américas y a otros desti-
nos europeos. Sin embargo, y contradictoria-
mente, el incremento de la inmigración en Es-
paña ha resultado exponencial desde el año
2000. Coincidiendo con el momento de su en-
trada en la UE en el año 1986, la inmigración
en España empezó a incrementarse, espoleada
por su fuerte crecimiento económico y la im-

Inmigración y ciudadanía en España

La autora aborda 
los retos de la política de
integración española 
ante la inmigración, que 
pasarían por la posibilidad 
de adquisición 
de la nacionalidad, 
y por impulsar un trato igualitario 
a residentes permanentes y
nacionales tanto en la exigencia 
de responsabilidades como en 
las formas de adquisición de los
derechos de ciudadanía: libertades
civiles, derechos políticos y sociales.

portante creación de empleo de los
años 90 y el nuevo milenio, y hasta
la reciente crisis económica mun-
dial. El incremento más notable se
dio entre el año 2000 y el 2007,
cuando la suma de la inmigración
legal e ilegal alcanzó el 10,4% de la
población, mientras que en el año 2000 el por-
centaje era tan solo del 2,3%. Desde entonces,
y hasta el año 2017, alrededor de 600.000 nue-
vos inmigrantes han obtenido la residencia
legal. Como resultado de todo ello, actual-
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otro ciudadano; el segundo consiste en que
el individuo, además de recibir beneficios,
asuma las responsabilidades correspondien-
tes, tales como pagar sus impuestos; el tercero
consiste en el acceso a ayudas y apoyos adi-
cionales para aprender el idioma local, inser-
ción y acceso al mundo laboral, o asesora-
miento jurídico, etc.; el cuarto supone la
habilidad de moverse dentro de la sociedad
del mismo modo que el resto de ciudadanos,
apoyado por el derecho de asociación y de
expresión; y esto nos lleva al quinto ele-
mento de integración, que se manifiesta en
alguna forma de involucrarse políticamente,
bien sea a través de la consulta indirecta o a
través del sufragio directo. 

Finalmente, todos los inmigrantes deberían
tener la posibilidad de aspirar a convertirse en
un miembro completo de la sociedad a través
del correspondiente proceso de naturalización,
si así lo consideran, una vez que han logrado
establecerse de forma permanente, aunque no
deben ser forzados a ello. En coherencia con
un fin multicultural o intercultural, no hay
ninguna razón por la que no puedan seguir ha-
ciendo uso de sus prácticas y manifestaciones
culturales originarias, siempre en su esfera pri-
vada, e incluso hacer uso de ellas públicamente
mientras que se haga con pleno respeto hacia
las normas de la sociedad que les ha acogido.
La sociedad debe adaptarse, a su vez, al inmi-
grante, aunque siempre con la ayuda de la edu-
cación lingüística y el apoyo de sus leyes, que
protejan también los derechos y la igualdad de
sus ciudadanos autóctonos. En otras palabras,
para romper la brecha entre un ciudadano ins-
truido y un inmigrante no adaptado completa-
mente a la sociedad en que se encuentra, es ne-
cesario un enfoque temporal hacia un sentido
del trato igualitario, con la ayuda extra en

mente un 11% de la población, en números
aproximados, reside legalmente en España po-
niendo de manifiesto una dramática caída en
el número de nuevos residentes, tanto como
consecuencia de la crisis económica como por
el endurecimiento de la legislación española y
la mirada reacia de la clase política hacia la in-
corporación legal de nuevos inmigrantes.

Durante los años ochenta y noventa, y es-
pecialmente en el año 2000, el elevado nú-
mero de inmigrantes que entraron en el país,
tanto documentados como indocumentados,
forzó al Gobierno español a actuar de distin-
tas maneras: una de ellas fue la declaración
de una regularización extraordinaria; por otro
lado, se pusieron barreras a la inmigración
que no estuviera justificada por la necesidad
económica del país, y se puso el énfasis en la
idea de la integración para aquellos que ya
eran percibidos como miembros permanentes
de la sociedad española en su conjunto. In-
tegración es el término popular del mo-
mento, pero antes de delimitar sus metas y
sus límites, hay que definirlo bien.

El término integración
debe ser definido sin tener
en cuenta la variación de de-
finiciones y aplicaciones de
dichas definiciones entre los
distintos Estados-naciones.
Esencialmente, se compone
de los siguientes elementos:
el primero viene determi-
nado por el acceso a los be-
neficios sociales en forma de
seguridad social, medicina,
protección por desempleo,
pensiones y educación, del
mismo modo que cualquier

Integración 
es el término
popular del
momento, pero
antes de
delimitar sus
metas y sus
límites, hay que
definirlo bien
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forma de servicios de educa-
ción, legales y de empleo.

Entonces, para contex-
tualizar la pregunta principal
de si España tiene una polí-
tica clara y eficiente ante la
inmigración, uno debe cen-
trarse en las teorías políticas
pertinentes que se dedican a
la evaluación de los concep-
tos de afiliación, derechos,
ciudadanía, residencia, socie-
dad civil y naturalización,
puesto que tales conceptos no
pueden ser ignorados debido
a sus importantes implicacio-
nes en cuanto a la integra-
ción del inmigrante. Cen-
trándonos en el modelo
español, se pueden compren-
der los posos de su reciente –e
incluso presente– historia ju-
rídica, así como las funciones
e implicación de sus regiones
autónomas, incluido el análi-
sis de la política actual y la
participación de diversas aso-
ciaciones de inmigrantes
dentro de los órganos consul-
tivos de los cuerpos e institu-
ciones gubernamentales, que han tenido un
papel importante en la producción de dicha
política de integración hasta hoy en día.

Resulta de la máxima importancia la efica-
cia en la aplicación de la política de integra-
ción. En otras palabras, se debe contemplar
previamente si se dan los presupuestos reque-
ridos para poder incluir e incorporar nuevos in-
migrantes dentro de la sociedad española, y si
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esa promesa de incorporación tiene un futuro
dentro del contexto nacional y europeo. La po-
lítica de integración por parte del Gobierno es-
pañol no está, en realidad, sobre el papel, tan
alejada de tales presupuestos. De hecho, todos
los puntos o elementos antes enunciados de la
definición de integración se dan de una ma-
nera o de otra. La implementación podría ser
vista como reactiva e ineficaz simplemente por
el hecho de que no llega a la población inmi-
grante de manera directa e igualitaria. No obs-
tante, tal desorganización no conlleva que
quienes implementan el plan de integración
español, día tras día, no compartan los mismos
ideales, objetivos y esfuerzos. Al contrario, este
sentido de la implementación ha centrado su
atención sobre las necesidades básicas de la po-
blación inmigrante, fundamentalmente en
cuanto a sus necesidades de apoyo jurídico
orientadas hacia el bienestar social y la educa-
ción, en el momento en que la necesidad ha
surgido.

De nuevo, sobre la cuestión de si España
tiene una política de integración, debemos
contestar: sí y no. Sí, porque tiene una nece-
sidad enorme de inmigración y, por consi-
guiente, ha elaborado una política que se de-
riva directamente de tal necesidad, obligada
sobre el papel de una forma muy comprensi-
ble, aunque no muy clara, en cuanto a su reto
final de incluir a la población inmigrante
como integrante de pleno derecho de la so-
ciedad como ciudadanos naturalizados (refi-
riéndose constantemente a los inmigrantes
residentes como “ciudadanos”, cuando real-
mente no lo son). 

No, porque su implementación no llega a
la población indicada ante la falta de inicia-
tiva y la dependencia de las entidades priva-

Todos los
inmigrantes
deberían tener 
la posibilidad de
convertirse 
en un miembro
completo 
de la sociedad 
a través del
correspondiente
proceso de
naturalización,
aunque no deben
ser forzados 
a ello
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das, que no tienen el al-
cance ni las habilidades or-
ganizativas para dirigir el
proceso de integración en su
totalidad. Dicho de otro
modo, tal política existe.
Sin embargo, no es una po-
lítica aplicada con eficacia,
por culpa de una implemen-
tación ascendente que úni-
camente alcanza a un pe-
queño porcentaje de la
población a la que va diri-
gida. En la actualidad, no ha
existido un seguimiento
completo con el objeto de
medir, de alguna manera, la
eficacia de la política de in-
tegración, un hecho admi-
tido por el propio Gobierno
español dentro de su propio plan. Por último,
la meta propuesta por parte del Gobierno es-
pañol es la incorporación completa en el
mismo sentido que sus ciudadanos. Aun así,
en fuerte contraste con su punto de vista li-
beral, tal incorporación resulta imposible de-
bido a su falta de opciones para lograr una
participación política directa por parte de un
elevado número de residentes inmigrantes. 

LA CIUDADANÍA E INTEGRACIÓN
DEL INMIGRANTE

“Citizenship is a status bestowed on those who are
full members of a community. All who possess the
status are equal with respect to the rights and duties
with which the status is endowed”

T.H. Marshall, Citizenship and Social Class.1

Para llegar a la esencia del concepto –de-
jando a un lado la política y su implementa-
ción– de la integración del inmigrante, se
debe explorar lo que es la afiliación dentro
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de una sociedad para poder introducirlo en
el contexto histórico adecuado. Hay que ser
consciente del hecho de que la ciudadanía en
sí misma es el título que se aplica al individuo
que es parte de la sociedad en cuanto a res-
ponsabilidades y derechos. En tiempos mo-
dernos, los Estados-naciones liberales y de-
mocráticos abrieron ese círculo para incluir
este derecho de ciudadanía a las mujeres y a
las minorías con el objeto de que cuenten
con los mismos derechos que el resto de los
ciudadanos, no solo para que asuman sus res-
ponsabilidades, sino como plenos participan-
tes con derecho a sufragio; y el concepto de
que los derechos básicos son inherentes a las
personas, no solo a los ciudadanos, ha apare-
cido como un concepto nuevo.

Como tal, hay que entrelazar la política
de integración con el concepto de la ciuda-
danía. En términos generales se acepta que
uno no puede ser analizado sin que el otro
sirva de contraste u objetivo, por tanto debe-
mos centrarnos de nuevo en la secuencia de
los eventos que han dejado que las sociedades
occidentales hayan podido definir quién es
uno de sus miembros y quién no lo es, para
así explorar los orígenes que hay detrás de esa
inclusión o exclusión dentro de las actuales
sociedades liberales democráticas. 

Asombrosamente, la razón histórica de-
trás de la creación de la ciudadanía es la
misma que la de la inmigración, el trabajo re-
munerado. Partiendo de la idea de que el
hombre ya no está atado a la tierra y es señor
dentro de una sociedad agraria, pero todavía
constituyendo una entidad individual, remu-
nerado por su trabajo en lugar de protegido a
cambio de su servidumbre, se le ha permitido
moverse libremente no solo como conse-

La existencia de
la ciudadanía
moderna ha sido
el resultado de
un proceso con
los siguientes
acontecimientos:
libertades civiles
de la persona,
derechos
políticos y
derechos
sociales
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cuencia de su exilio o expul-
sión de la comunidad a la
que pertenece, sino como un
individuo en búsqueda de
trabajo y de un futuro mejor.
Como resultado, la elección
del trabajo arranca una se-
cuencia de eventos, seguido
por un incremento en liber-
tades civiles, políticas y pos-
teriormente sociales.

A lo largo de los últimos
dos siglos, la existencia de la
ciudadanía moderna ha sido
el resultado de un proceso con
los siguientes acontecimien-
tos: libertades civiles de la

persona, derecho de expresión, de opinión, de
pensamiento, religión, libre elección de trabajo
y justicia; derechos políticos, como el derecho
de participar en el ejercicio del poder político
como miembro o votante en parlamentos o
concejalías; y derechos sociales como el acceso
al Estado social del bienestar. Según Marshall,
estos tres aspectos de la ciudadanía se hicieron
sucesivamente en ese orden, comenzando con
los derechos civiles en el siglo XVIII, conti-
nuando con los derechos políticos en el XIX y
con los derechos sociales en el XX. En relación
con el elevado número de nacionales de terce-
ros países presentes tanto en España como en
otros países europeos, es el tercer aspecto social
de la ciudadanía el que aparece como el más
relativo. En gran parte, la integración del in-
migrante representa el acceso a los derechos

El término
ciudadano
referido al
inmigrante está
mal empleado
en la política de
integración
española. Su uso
indebido no crea
mayor inclusión,
sino mayor
‘confusión’
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sociales y a las responsabilidades ya estableci-
das como resultado de movimientos políticos
y civiles en el pasado.

Curiosamente, el término ciudadano está
mal empleado dentro de la política de integra-
ción española cuando se refiere a la población
a la que va dirigida como ciudadanos inmi-
grantes, cuando no lo son. No
es que el uso indebido del tér-
mino cree una mayor inclu-
sión, sino que además crea
una mayor ‘confusión’, porque
enturbiar definiciones claras
no implica una integración
completa cuando en realidad
solo se admite tal integración
en diferentes intervalos para
aquellos con distintos oríge-
nes, y resulta discriminatoria
dentro de su declaración de
práctica antidiscriminatoria.
A la larga, hay que mirar atrás
para analizar cómo se desarro-
lló la formación de la ciuda-
danía, esto es, el proceso que
lleva a los derechos que la
plena integración otorga, al
objeto de entender que este es
el verdadero fin y resultado de
la ciudadanía y el acceso a los
derechos sociales, que recien-
temente han hecho del tér-
mino ciudadanía un concepto
oscuro. No puede decirse que
en el momento actual el tér-
mino sea exhaustivo.

En cualquier caso, que tal fe ciega en el ac-
ceso a los referidos derechos sociales esté ga-
rantizada a los nacionales de terceros países, o
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no, es otra cuestión. Así que, de permitirse que
una parte importante de la sociedad no parti-
cipara en los procesos democráticos de los cua-
les su población se siente tan orgullosa, consi-
derándose a sí misma un ejemplo de igualdad
democrática frente el resto del mundo, eso sí
que contrastaría de manera incongruente con
los propios principios que esa misma sociedad
mantiene, o afirma mantener.

LA IGUALDAD Y LA JUSTICIA

Volviendo a las premisas teóricas, con el ob-
jeto de explicar el concepto de la igualdad y
situarlo en la práctica, la justicia y el bienes-
tar son dos conceptos que deben ser explora-
dos en ambos sentidos, general y específico.
Al objeto de definir el bienestar, la justicia
debe primero ser definida e interrelacionada.
Joseph H. Carens explica que la respuesta de
la sociedad frente a la inmigración se en-
marca dentro de los principios democráticos
de la justicia, que pueden no dar respuesta a
todas las preguntas, pero “rather establish cons-
traints that mark out the range of morally accep-
table policies”2. De nuevo, es la preservación
de la igualdad, aquí basada en un nivel mí-
nimo del bienestar, la que representa solo una
faceta de la justicia a la que se refiere, dentro
de la sociedad civil. Parece ser que esta justi-
cia de la que hablamos es la misma garanti-
zada a los niños, que es también una parte de
la población que depende de terceros para
que sus derechos sean protegidos. La diferen-
cia entra ambas categorías radica en que los
niños se integran plenamente en la sociedad
cuando llegan a la mayoría de edad. En algu-

Sin derechos de
ciudadanía los
derechos
humanos no
existirían, ya que
no existe una
agencia global
integradora
eficaz con el
poder de
protegerlos. Si a
los ciudadanos
se les niega su
pertenencia al
Estado no
puede existir
garantía para sus
derechos
humanos
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nos casos, los inmigrantes pueden pasarse
toda la vida residiendo en otro país sin que
se les permita esa misma integración.

AFILIACIÓN Y DERECHOS

Rainer Bauböck define la ciudadanía como “a
kind of membership as well as a bundle of rights”3.
Separando la sociedad del sistema guberna-
mental, el autor enlaza idealmente derechos y
obligaciones directamente con la ciudadanía
más allá de términos formales o legales, para
que pueda ser tomada en serio. De nuevo, li-
mitando la ciudadanía a su interacción dentro
del sistema gubernamental, el autor ofrece
otra definición de dicho término: “Citizenship
is therefore a substantial form of equality in the
public-political sphere which results from blocked
translation of social inequalities into political
ones”4. A primera vista, esta definición des-
echa a la sociedad como influencia directa
sobre cómo se define la ciudadanía, pero, una
vez que se continúa analizando la tesis del
autor, este admite la importancia que el papel
de la sociedad ejerce a la hora de trasladar
dicho concepto a la legislación. En otras pa-
labras, lo que el autor define no es necesaria-
mente un desdén hacia la sociedad para poner
énfasis solamente en el sistema gubernamen-
tal, sino que simplemente se concentra en el
resultado final de la integración social, lo cual
nos lleva a la interacción entre la esfera polí-
tico-pública y el ciudadano, poniendo el én-
fasis en la naturaleza política de los derechos,
bien sean de ciudadanía o derechos humanos.
De hecho, sin derechos de ciudadanía los de-
rechos humanos no existirían, ya que no existe

ABRIL / JUNIO 2018 93

INMIGRACIÓN Y CIUDADANÍA EN ESPAÑA / BETH JONES

una agencia global inte-
gradora eficaz con el
poder de protegerlos. Por
tanto, si a los ciudadanos
se les niega su pertenencia
al Estado no puede existir
garantía para sus derechos
humanos. En cuanto a los
derechos de los inmigran-
tes, es el mismo proceso
que ha traído los derechos
sociales. Es la evolución
de los derechos políticos
de una sociedad en dere-
chos sociales la que per-
mite la transferencia de
estos hacia el residente
permanente, aunque el
residente no tenga una
plena afiliación como ciu-
dadano. De nuevo, si el
inmigrante no es una parte plena de la estruc-
tura, ¿cómo podrían garantizarse esos derechos
en el futuro?

CIUDADANÍA VS. RESIDENCIA
“To an increasing extent, rights and privileges once
reserved for citizens of a nation are codified and ex-
panded as personal rights, undermining the national
order of citizenship”.

Carens, Limits of Citizenship, p 1.5

Hasta tiempos relativamente recientes, los
derechos y privilegios concedidos por el Es-
tado-nación se limitaron al ciudadano inte-
grante de un sistema gubernamental, de forma
exclusiva y con justificación unánimemente

El reto final
declarado 
de la política
española es
conceder iguales
derechos y
responsabilidades,
incluso el derecho
de sufragio, a los
residentes
permanentes, no
solo a los
ciudadanos

087-098 BETH JONES_MAQUETA 2  12/04/18  11:43  Página 93

This content downloaded from 
�������������140.103.6.109 on Sun, 02 Aug 2020 16:09:01 UTC������������� 

All use subject to https://about.jstor.org/terms



aceptada6. Para ganar tal igualdad, histórica-
mente un residente extranjero tenía que de-
nunciar previamente su ciudadanía, para pos-
teriormente proclamar su lealtad hacia su
nuevo Estado-nación. En 1930, la Sociedad de
Naciones declaró que “it is in the interest of the
international community to secure that all mem-
bers should recognize that every person hold a na-
tionality and should have only one nationality”7.
Incluso en el 1963, el Consejo de Europa firmó
la “Convención para la reducción de los casos
de multinacionalidad”, en un esfuerzo por re-
ducir la cantidad de individuos con más de una
nacionalidad y asegurar sus obligaciones mili-
tares. Doce países lo firmaron y ratificaron, in-
cluyendo Austria, Dinamarca, Francia, Alema-
nia, Italia, Luxemburgo, Países Bajos, Noruega
y Suecia, mientras que Irlanda, España y Gran
Bretaña solo estaban de acuerdo con las “Obli-
gaciones militares en casos de nacionalidad
múltiple”. Se animó a los cónyuges con doble
nacionalidad a elegir una u otra para facilitar
la adhesión y lealtad, el pago
de impuestos y el cumpli-
miento de las obligaciones
militares8. En 1997, el Con-
sejo de Europa permitió a
cada Estado-nación decidir si
permitía la doble nacionali-
dad. Austria y Dinamarca no
admiten la misma, y han esta-
blecido que el tiempo reque-
rido antes de poder naciona-
lizarse es de más de cinco
años, al igual que Finlandia,
Grecia, Italia, Luxemburgo y
Portugal. España también
exige un periodo de diez años
de residencia legal como re-
quisito para poder solicitar la
nacionalidad (sin tener en
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cuenta otros supuestos como el matrimonio, el
nacimiento dentro del territorio, o en antiguas
colonias, etc.), pero sí permite la doble nacio-
nalidad para los inmigrantes procedentes de los
países latinoamericanos, Andorra, Filipinas,
Guinea Ecuatorial y Portugal9. Aun así, Es-
paña, junto con Dinamarca y Austria, puede
ser considerado como uno de los países más res-
trictivos en cuanto a su política sobre nacio-
nalidad dentro de la UE. Mientras que las leyes
sobre nacionalización han cambiado notable-
mente en algunos países europeos, sobre todo
en Alemania, donde hasta el año 2000 un in-
migrante de tercera generación aún carecía del
derecho a obtener la nacionalidad, se puede
decir que la ciudadanía no es la única manera
para mantener los derechos básicos dentro de
un sistema gubernamental, especialmente
cuando muchos de los inmigrantes prefieren
no denunciar su ciudadanía original en favor
de convertirse en ciudadanos de otro Estado-
nación en el cual residen –aunque tales dere-
chos básicos no habrían existido sin la existen-
cia de los derechos políticos que los crearon–.

UN MODELO LIBERAL 
DE LA POLÍTICA DE INTEGRACIÓN
DEL INMIGRANTE

Según Yasemin Nuho lu Soysal en su libro, Li-
mits of Citizenship, la ciudadanía no es necesaria
para incorporarse dentro de un sistema guber-
namental. En su lugar, “entitlements are legit-
imized on the basis of personhood”10. De todos
modos, la autora elabora cuatro modelos de in-
corporación: el modelo corporativo (Suecia y
Países Bajos) donde la afiliación se organiza por
grupos corporativos y sus funciones; el modelo
fragmentado (países del Golfo, exportadores de
petróleo) donde solo existe una incorporación
parcial del inmigrante ya que las familias, los
clanes y la religión dominan la vida social y pú-

España, junto
con Dinamarca
y Austria, 
puede ser
considerado
como uno 
de los países
más restrictivos
en cuanto a su
política sobre
nacionalidad
dentro de la UE
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blica; el modelo estatista
(Francia) donde el Estado
central es ‘The Locus of Sove-
reignty’ (espacio de soberanía)
y organiza el sistema guberna-
mental como proveedor e ini-
ciador de la mayoría de los
servicios públicos, intervi-
niendo activamente en las
funciones sociales con un pro-
ceso político y un aparato de
toma de decisiones centrali-
zado. Finalmente, está el mo-
delo liberal (Suiza y Gran
Bretaña) donde los individuos
y sus intereses “supersede insti-
tutions in society”(sustituyen a
las instituciones en la socie-
dad). En este modelo existe
una autoridad central débil y
un aparato estatal poco orga-
nizado en donde las autorida-
des locales juegan un papel
más importante en cuanto a
la política e implementación.
Básicamente, es el mercado
laboral el instrumento princi-
pal de incorporación al sis-
tema. Dentro de estos sistemas gubernamenta-
les, los migrantes, sobre todo, son vistos como
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individuos y no como grupos colectivos. Es este
modelo de incorporación el que mejor describe
la situación española, en donde los derechos
están asignados a los individuos, y el vínculo
está organizado por grupos privados, individuos
a través de grupos privados o simplemente por
los propios individuos. Los derechos se ejercen
también de una forma individual, mientras
que, en el caso de España, el derecho a la re-
presentación política se presenta colectiva-
mente en la forma de asociaciones que forman
parte del “Foro para la Integración Social”. 

Además, en el año 2011, en un esfuerzo
por permitir una forma de sustituir la plena
participación política mediante acuerdos bi-
laterales con otros países en las elecciones
municipales y locales, 50.740 residentes in-
migrantes de terceros países ejercieron su de-
recho al voto (414.921). Tal participación
podría ser considerada como una alternativa
a la plena afiliación. Aun así, solo 190.852
individuos de terceros países, por un lado, y
1.121.376 europeos, por otro, podrían haber
participado en las elecciones mediante acuer-
dos bilaterales entre países, impidiéndose que
prácticamente el 75% de la población inmi-
grante tuviera acceso a la participación polí-
tica fuera de la plena afiliación o ciudadanía.

De nuevo, la política española insiste, den-
tro del nuevo “Plan Estratégico de Ciudadanía
e Integración de 2010-2014”, en referirse a los
inmigrantes como ciudadanos, cuando real-
mente no lo son, difuminando el sentido del
término y, como resultado, insistiendo indirec-
tamente en derechos solo “de boquilla”, sin
adoptar una definición adecuada basada en la
realidad de la falta de participación política.
Una vez más, el reto final declarado de la po-
lítica española es conceder iguales derechos y

Siempre que 
el Gobierno
español sea
capaz de
admitir que la
nacionalización
no es la meta
final de la
integración del
inmigrante 
y de definir bien
quién es
ciudadano y
quién no, la
política de
integración 
en España será
bastante
completa
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a la nacionalización, pero algunos deben es-
perar hasta diez años para poder solicitarla, y
solo algunos tienen la opción de contar con
la doble nacionalidad. Por consiguiente, la
política toca todos los puntos de integración,
pero no están claramente definidos y, defini-
tivamente, no están directamente aplicados
del mismo modo. 

En conclusión, no es que la política sea de-
ficiente, pero sí que resulta deficiente su al-
cance en cuanto a su implementación. Al fin
y al cabo, ¿puede la integración en su forma
más pura representar la plena afiliación encar-
nada a través de una casi auténtica ciudadanía,
mal definida y sin plena representación?  

PALABRAS CLAVE
España  • Inmigración  • Integración  

• Ciudadanía  • Derechos  • Nacionalidad 

responsabilidades, incluso el derecho de sufra-
gio, a los residentes permanentes, no solo a los
ciudadanos (siempre con la excepción del voto
municipal para ciudadanos de la UE y acuerdos
bilaterales con terceros países). Por lo tanto,
siempre que el Gobierno español sea capaz de
admitir que la nacionalización no es la meta
final de la integración del inmigrante bajo las
circunstancias actuales, y de definir bien quién
es ciudadano y quién no, la política de integra-
ción del inmigrante en España será bastante
completa. 

Primero, los nacionales de terceros países
tienen acceso a beneficios sociales; segundo,
cuentan con responsabilidades en forma de
impuestos; tercero, tienen disponibles ayudas
extras a través de grupos privados subvencio-
nados por el Estado, aunque solo lleguen a un
sector pequeño de la población inmigrante;
cuarto, todos tienen el derecho a la libre ex-
presión y asociación; quinto, todos los inmi-
grantes tienen acceso a representación a tra-
vés de la afiliación asociativa, aunque tal
participación política sea escasa, limitada y
en general basada más en competir por obte-
ner subvenciones, y no realmente en la re-
presentación. En última instancia, todos los
residentes permanentes llegan a tener acceso
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NOTAS

1 “La ciudadanía es un estatus otorgado a
quienes son miembros plenos de una comu-
nidad. Todos los que poseen este estatus
son iguales con respecto a los derechos y
deberes con los que se dota el Estado”.
Marshall, T.H. Citizenship and Social Class.

2 “Más bien, establece las limitaciones que
marca la variedad de políticas moralmente
aceptables”. Carens, Joseph H. “Immigra-
tion, Welfare and Justice”; Justice in Immi-
gration, p. 10.

3 “Una clase de afiliación, así como un con-
junto de derechos”. Bauböck, Rainer.
Transnational Citizenship; p. 28.

4 “La ciudadanía es, por tanto, una forma sus-
tancial de igualdad en la esfera político-pú-
blica que resulta de impedir la conversión
de las desigualdades sociales en políticas”.
Bauböck, Rainer. Transnational Citizenship;
p. 26.

5 “De forma creciente, derechos y privilegios
antes reservados a los ciudadanos de una
nación ahora están codificados y ampliados
como derechos personales, socavando el
orden nacional de la ciudadanía”. Carens,
Joseph H. Limits of Citizenship, p. 1.

6 Janoski, Thomas. Citizenship and Civil So-
ciety; pp. 8-9.

7 “A la comunidad internacional le interesa
asegurarse de que todos los miembros re-
conozcan que toda persona posee una na-
cionalidad y debe tener solo una nacionali-
dad”. Morjé Howard, Marc. Variation in
Dual Citizenship Policies, International Mi-
gration Review, p. 700.

8 Morjé Howard, Marc. Variation in Dual Cit-
izenship Policies, International Migration
Review, p. 702.

9 Ley 36/2002, de 8 de octubre, de modifica-
ción del Código civil en materia de naciona-
lidad.

10 “Los derechos se legitiman sobre la base de
la condición de persona”. Nuho lu Soysal,
Yasemin. Limits of Citizenship, p. 3.
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